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ESTRATEGIAS A SEGUIR

(Punto IV del Diálogo de Jefas de Delegación)

SEGUIMIENTO DE LA CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ
RESULTADOS DE LAS REUNIONES SUBREGIONALES DE EXPERTAS

ESTRATEGIAS QUE HAN DE SEGUIRSE

I) 
ANTECEDENTES


La violencia contra la mujer, en todas sus formas, ha sido durante muchos años una preocupación cardinal de la Comisión Interamericana de Mujeres. En 1986, la CIM emprendió un análisis de la violencia contra la mujer y, entre otras medidas, adoptó el plan de acción denominado “Participación igual y plena de la mujer para el año 2000”, en el cual se incluyó la violencia contra la mujer, entre otros temas, en el capítulo de los aspectos que eran motivo de especial preocupación.


En 1990, la CIM convocó la Consulta Interamericana sobre la Mujer y la Violencia. La Asamblea de Delegadas de la CIM aprobó las conclusiones y las recomendaciones de esta reunión, adoptando la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, en la que se solicitaba la configuración de una convención interamericana sobre la violencia contra la mujer. 


La CIM preparó el proyecto de Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Tras un proceso de consulta que condujo la CIM con los gobiernos de la región la Convención fue aprobada por la Asamblea General de la OEA en junio de 1994, durante su vigésimo cuarto período de sesiones, que tuvo lugar en Belém do Pará, Brasil.  La Convención fue ratificada de inmediato por los estados miembros y entró en vigor el 5 de marzo de 1995.  Conforme a los mandatos impartidos por la Asamblea General de la OEA y por la Asamblea de Delegadas de la CIM, ésta ha señalado a la violencia contra la mujer como uno de sus campos de acción prioritarios.


La entrada en vigor de la Convención de Belém do Pará fue un acontecimiento sumamente significativo para las mujeres, que marcó el comienzo de un proceso de cambio largo y dificultoso.  Cinco años después, en 2000, la CIM consideró que debía analizarse minuciosamente los logros posteriores a la puesta en práctica de las distintas medidas previstas en la Convención y lo que aún restaba hacerse.


Con financiación de la USAID, la CIM puso en marcha el proyecto denominado “Violencia en las Américas – Un análisis regional, incluido el examen de la implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém do Pará”. El proyecto tenía por objeto la evaluación de los programas nacionales de prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer, basada en el análisis de las respuestas de los estados miembros a un cuestionario plateado por la CIM. El análisis también incluyó estudios in situ realizados en ciertos países americanos por medio de consultas y entrevistas con representantes de entidades gubernamentales, organizaciones no gubernamentales, universidades e instituciones nacionales. 


El International Centre for Criminal Law Reform and Criminal Justice Policy of Canada (ICCLR) y el Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD), se asociaron con la CIM para la ejecución de este proyecto, preparando un informe sobre el estado de la implementación de la Convención. En este estudio también participó el Justice Programme’s Network of Institutes  y el análisis se concentró en estos aspectos: i) la naturaleza de las nociones acerca de la eficacia de los mecanismos de implementación y los programas establecidos por varios países americanos; ii) medidas concretas tomadas en esos países y la opinión o conocimiento existentes acerca de sus efectos; y iii) las dificultades y los obstáculos con que se hubiera tropezado para poner en práctica esas medias.  

II) 
REUNIONES DE EXPERTAS


Antes del lanzamiento del proyecto de estudio, la CIM propuso que se llevaran a cabo cuatro reuniones subregionales de expertas, con la participación de los Delegadas Principales y organizaciones de la sociedad civil que tuvieran experiencia en este ampo, a fin de obtener sus comentarios y contribuciones para el desarrollo de estrategias regionales que pudieran ayudar a acelerar la consecución de los objetivos de la Convención. Se procuraba, asimismo, mejorar los indicadores de medición de la violencia basada en el género, a fin de continuar el proceso de examen.


La primera reunión subregional se realizó en Montevideo, Uruguay, los días 7 y 8 de diciembre de 2000, y en ella participaron los cuatro países miembros del MERCOSUR, así como Bolivia y Chile.  La segunda reunión tuvo lugar en Quito, el 21 y 22 de junio de 2002, con al participación de Colombia, Ecuador, Perú  Venezuela, integrantes de la subregión andina. La tercera reunión se llevó a cabo en Ciudad de Panamá, los días 27 y 28 de agosto de 2001, con la asistencia de expertas de América Central, México, Panamá y la República Dominicana.  Los días 20 y 21 de junio de 2002 se cumplió en Georgetown, Guyana, la reunión más reciente, que correspondió a la subregión del Caribe. 

III)  
ANÁLISIS COMPARATIVO DE LA VIOLENCA EN LAS CUATRO SUBREGIONES 


a) 
OBSTÁCULOS COMUNES 


Subsisten los obstáculos para la debida implementación del proceso tendiente al logro de los objetivos estipulados en la Convención de Belém do Pará y, si bien algunas subregiones han mencionado problemas específicos, las cuatro comparte obstáculos comunes en materia de  información y registros, participación y compromiso del estado, asignaciones presupuestarias y escasez de recursos, acceso a la justicia, coordinación en la sociedad civil discriminación sistemática, acceso a cuidado y protección para las víctimas, y capacitación educacional.  A continuación se ofrece un análisis detallado de cada uno de estos aspectos y en el Anexo 1 se presenta un cuadro comparativo.

Información y registros


La dificultad para obtener información y registros estadísticos respecto de la violencia contra la mujer, impide la medición de los datos conforme a un conjunto de indicadores. En las reuniones se manifestó que es necesario un sistema de indicadores para medir los efectos de las políticas, para su uso eventual en la modificación de las vigentes. Otro obstáculo mencionado fue la falta de registros nacionales sobre violencia desglosados por sexo y de información estadística sobre actos de violencia contra mujeres perpetrados por funcionarios oficiales. También se señaló la falta de estudios sobre las causas, la prevalencia y las consecuencias de la violencia contra la mujer.

Participación del estado


En muchas subregiones, la falta de participación del estado sigue constituyendo un obstáculo para la implementación efectiva de la Convención. En los distintos informes subregionales se reitera que la falta de compromiso con esta causa y con la obligación de velar por los derechos de la mujer, traba el proceso de cambio.  La falta de viabilidad de los programas y de las políticas establecidas por el estado es reflejo de una frágil voluntad política para hacer frente a la violencia contra la mujer como un problema importante.  En la reunión de Georgetown se señaló especialmente la falta de una política amplia e integrada respecto de la violencia basada en el género. 

Asignaciones presupuestarias


Las asignaciones presupuestarias insuficientes y la escasez de recursos son otros dos obstáculos comunes a las cuatro subregiones. La limitación de fondos determina una distribución presupuestaria inadecuada para atender a las necesidades de las estrategas de implementación. También se mencionó la escasez de recursos de organizaciones internacionales y organismos de cooperación para combatir la violencia contra la mujer. 

Acceso a la justicia


En la mayoría de las subregiones se mencionó como motivo de preocupación la falta de acceso a la justicia y los conceptos discriminatorios en todos los campos del derecho, cuando se trata de casos de violencia contra la mujer. Se observó que el conocimiento y las nociones insuficientes del sistema judicial y la falta de medidas legislativas que brinden salvaguardia y protección a la mujer, constituyen obstáculos fundamentales. Otro problema que se mencionó es la resistencia de las víctimas a acceder al proceso judicial, a menudo como consecuencia del miedo o de la dependencia económica. También se afirmó que a aplicación de las leyes dimanadas de la Convención no se considera una prioridad. La adaptación de las leyes nacionales a fin de ceñirse a las disposiciones de la Convención, constituye un problema común a los estados miembros.

Sociedad civil


Es necesario un refuerzo de la acción del estado, mediante la búsqueda de una mayor  participación del sector privado en la co-financiación de políticas, programas y actividades relacionadas con cuestiones de género. Se mencionó la valiosa presencia en las reuniones de ONG, en delegaciones y consultas. Es necesario un trabajo permanente y coherente con la sociedad civil en lo que atañe a la planificación de actividades para la toma de decisiones y la preparación de políticas públicas de prevención y tratamiento de la violencia contra la mujer. 


Discriminación sistémica


Las pautas culturales discriminatorias también persisten en toda la región y mediante los valores del poder masculino y la subordinación femenina se mantiene una desigualdad sistémica entre los géneros en el plano sociocultural, problema que está presente en todas las subregiones. La insensibilidad de los medios de información puede reforzar la violencia en lugar de obrar la prevenirla y erradicarla. 

Cuidado para las víctimas


Entre los obstáculos importantes figura el alcance limitado de los esfuerzos tendientes a brindar cuidado y protección a las víctimas de la violencia y la reducida capacidad para proteger a las mujeres en riesgo de serlo. Son insuficientes las políticas públicas relacionadas con las mujeres en riesgo, las inmigrantes, las mujeres indígenas y las residentes en el medio rural y en parajes remotos y otras que viven sumamente aisladas.

Educación y capacitación

Se observó que el nivel de promoción de los derechos de la mujer en el sistema escolar es sumamente bajo y que el problema de la violencia contra la mujer no ha sido cabalmente incorporado a los programas de estudios de la enseñanza secundaria y las instituciones técnicas.  Se percibe, asimismo, en el sistema de justicia y entre los trabajadores, una falta general de nociones y conocimiento acerca de las leyes nacionales e internacionales sobre violencia contra la mujer. Además, en todos los sectores (jueces, técnicos, funcionarios judiciales, policías, especialistas en salud, docentes y comunicadores) son pocos los profesionales capacitados para prestar atención a las mujeres víctimas de la violencia. 


b)
RECOMENDACIONES COMUNES 


Las recomendaciones de las expertas subregionales tienen por objeto el mejoramiento de la situación actual de la mujer que debe hacer frente a la violencia en su comunidad y, en tal sentido, se asigna prioridad regional a estos aspectos:  Sistematización de la información, compromiso del estado, coordinación entre el estado y la sociedad civil, asignaciones presupuestarias, acceso a la justicia, pautas sociales y culturales de conducta, capacitación y educación y acceso a los cuidados y protección  para las víctimas de la violencia (véase el cuadro de recomendaciones en el Anexo II). 

Sistematización de la información


La sistematización de la información en forma de compilación y evaluación de datos, brindará una base de comparación para futuras actividades de seguimiento. Se sugirió la configuración de un sistema de indicadores, cualitativos y cuantitativos, para evaluar el proceso de implementación de la Convención y, también, que los estados adopten n sistema de registro y compaginación de información estadística relativa a la violencia basada en el género, en todos los niveles. Se recomendó, asimismo, el diseño de una página interregional en la red.

Compromiso del estado


Se dijo que el compromiso del estado con la erradicación de la violencia contra la mujer constituye una prioridad que debe inscribirse en la agenda pública del estado y que deben adoptarse medidas para reprimir la violencia sexual y de cualquier otra índole contra la mujer en la comunidad. Se recomendó la reafirmación, en el sector público, de las metas de equidad e igualdad entre los géneros, que incluya concretamente el refuerzo institucional de los mecanismos nacionales para la mujer y el respaldo a la integración de las cuestiones de género a políticas y programas. Debe definirse un marco de políticas que establezca un nexo entre la violencia contra la mujer y la cultura de la violencia y crearse conciencia en los miembros del parlamento, los dirigentes políticos y el servicio público acerca de las cuestiones de género y de la violencia contra la mujer. 

Asignaciones presupuestarias


Los gobiernos deben aumentar las partidas presupuestarias que respalden las políticas públicas de represión de la violencia contra la mujer. Elaboración del costo económico de la discriminación por razones de género y la violencia contra la mujer. Análisis del género en el presupuesto para fundamentar las demandas de una asignación más equitativa y responsable de los recursos. También se reclamó el refuerzo de la responsabilidad social de las empresas en el aporte de alianzas y redes valiosas. Esos recursos pueden ser útiles y sustentar políticas, programas y actividades sobre violencia basada en el género. 


Acceso a la justicia


El sistema jurídico debe ser sensible a una ecuación de poderes que ponga en pie de igualdad a hombres y mujeres y al posible uso de dicho sistema como instrumento para denegar o impedir la justicia al amparo de la legislación interna relativa a la violencia. Es necesaria una evaluación del sistema judicial para subsanar la desigualdad sistémica que perpetúa, con especial atención a las consideraciones de género, clase, origen étnico y raciales. Evaluación de la aplicación de leyes relativas a la violencia contra la mujer y recomendación al Estado de reformas que puedan asegurar mejor el respeto por los derechos humanos y la justicia para la mujer. Examen de las leyes, políticas, planes y programas nacionales de identificación de conceptos y prácticas discriminatorios. Mejoramiento de los servicios de asistencia y asesoramiento jurídicos y establecimiento de un sistema de representación letrada gratuita para las víctimas de la violencia. 

Pautas de conducta sociales y culturales


Los grupos subregionales llamaron a la erradicación de las pautas de conducta, sociales y culturales, con acento discriminatorio, que perpetúan la desigualdad entre hombres y mujeres. Se sugirió que, en virtud de la influencia que ejercen los medios de comunicación, debe prestarse atención a ellos a fin de ayudar a la represión de las actitudes y los mensajes sexistas que persisten en la sociedad. Además, se sugirió la incorporación a los planes de estudio de modelos de educación con objeto de informar al público acerca del derecho de la mujer a una vida libre de violencia.

Capacitación y educación

Se hizo hincapié en la elaboración de campañas de concienciación en todos los niveles. Deben establecerse programas dirigidos a jóvenes, niños y adultos y se sugirió que continúe o se inicie la capacitación de hombres y mujeres para incorporar una perspectiva de género a la administración de justicia. Deben aplicarse estrategias de medición de los efectos en el largo plazo..

Acceso a cuidados y protección para las víctimas
En las cuatro reuniones subregionales se hizo referencia al cuidado y la protección física y sicológica de las víctimas. El establecimiento de un protocolo uniforme para los servicios de atención de salud y su prestación serviría para incrementar la calidad del servicio para las víctimas.  Se mencionó la necesidad de des centralización y de una cobertura geográfica más amplia y se sugirió el desarrollo de programas de atención integral y vitalicia para las víctimas. Debe prestarse atención especial a los adolescentes culpables de delitos sexuales, para que pueda intervenirse rápidamente y lograrse su rehabilitación. También requiere atención  especial la dimensión sicológica de la violencia y sus efectos sobre las víctimas y entre los proveedores de servicios.

Sociedad civil 


Todas las reuniones subregionales recomendaron el refuerzo del enlace con las organizaciones de la sociedad civil que trabajan de manera permanente en la cuestión de la violencia, para mejorar el diseño, la implementación y la evaluación de la política en esta materia. Se recomendó la inclusión de una representación  de ONG en las delegaciones, consultas y procesos formales, a fin de robustecer las alianzas y los esfuerzos de colaboración. 


IV) 
CONCLUSIONES DEL PROYECTO DE LA CIM 


Los resultados de las reuniones subregionales coinciden, en gran medida, con las conclusiones del proyecto “Violencia en las Américas”, que señala los aspectos que se menciona a continuación como obstáculos cardinales que impiden la debida implementación de la Convención (véase el Anexo II).  

· Condiciones políticas

Cierto grado de inestabilidad política ha debilitado los esfuerzos de los estados partes para llevar adelante las reformas que se han  propuesto y, a veces, ha faltado liderazgo político o éste no ha sido sostenido. Varias propuestas de reforma han perecido por “causas naturales”, debido a la falta de una conducción política eficaz y de voluntad política para llevarlas a cabo.

· Condiciones económicas

Las disparidades económicas entre los países y dentro de éstos, la estabilidad económica y el subdesarrollo influyen considerablemente en la vida de las mujeres y también afectan la capacidad de los estados para brindar protección y seguridad sociales, así como para financiar servicios esenciales y programas de prevención y sanción de la violencia contra la mujer o de asistencia para las víctimas. Los desastres naturales y la inquietud social también han contribuido, en algunos casos, al agravamiento del problema.

· Falta de recursos financieros y técnicos
A menudo no se dispone de los recursos financieros necesarios para poner en práctica de manera eficaz los programas establecidos por la legislación o por las políticas oficiales y es sorprendente la abundancia, en la región, de programas que sólo existen en el papel y apenas son una sombra de lo que se proyectó al concebirlos. A veces, solo la férrea determinación de un pequeño grupo de voluntarios permite la continuidad de programas de asistencia esenciales, mucho más allá del momento en que, normalmente, debieron desaparecer por falta de financiación. En la mayoría de los países de la región, la necesidad de servicios y programas es totalmente desproporcionada con respecto al caudal de servicios ofrecidos.

· Factores socioculturales y discriminación sistémica

Persisten las actitudes, creencias y estereotipos sexistas, a los que siguen adheridos numerosos hombres y mujeres, y que impiden que los derechos de las mujeres se conviertan en una realidad para éstas. A menudo, las actitudes  las normas que aún prevalecen en muchas partes de la región devalúan el trabajo de la mujer, desalientan su participación en la vida política o la afirmación de sus derechos legales por medio de los procesos jurídicos y políticos y desalientan y, a veces deniegan, la participación paterna en la vida familiar, el cuidado de los niños y la distribución de responsabilidades familiares en pie de igualdad.

· Presencia de una cultura de violencia

Todos los países de la región se ven afectados por los efectos perniciosos de una cultura de violencia prevaleciente, que trivializa todas las formas de violencia, presentándolas como inevitables, en un proceso que también resta importancia a la violencia basada en el género.

· Nuevos peligros
El uso de las tecnologías de información y comunicación suscita nuevos peligros. Esas tecnologías facilitan ciertos tipos de violencia contra la mujer como la pornografía infantil, el turismo sexual o el tráfico de mujeres y niños al servicio de todas las formas de explotación económica y sexual, además de hacer mucho más difícil la represión de esos delitos.

· Planificación deficiente 

En demasiadas jurisdicciones, los esfuerzos de combate a la violencia contra la mujer son fragmentados y su coordinación deficiente y, con excesiva frecuencia, esos planes sólo apuntan al alivio de los síntomas y las consecuencias de la violencia contra la mujer, sin atacar específicamente los orígenes de la violencia basada en el género. Es raro que la coordinación entre los sectores de intervención sea eficiente y, a menudo, cuando los recursos financieros son insuficientes, se percibe un nivel contraproducente de competencia entre los proveedores de servicios y otras entidades participantes de la lucha contra la violencia que afecta a la mujer.

· Ausencia de mecanismos de seguimiento eficaces
Pareciera que, con demasiada frecuencia, se da por sentado que ha habido progreso y, en la mayoría de los países, constituye un grave problema la ausencia de mecanismos de seguimiento y medidas de rendición de cuentas conducentes a asegurar la implementación eficaz de las políticas nacionales. Esto reviste importancia especial en el caso de políticas o medidas que no han sido bien recibidas o, aun, resistidas por algunas instituciones afectadas o dependencias de éstas. También es crucial en el caso de algunas políticas que pueden verse enfrentadas a la subcultura prevaleciente en determinada repartición o institución. 

· Ausencia de datos
En la mayoría de los países se siente y se deplora la ausencia de datos, en especial  estudios de victimización y datos estandarizados sobre la experiencia de las mujeres que han sido afectadas personalmente por la violencia.  Sin esa información son imposibles la planificación y el seguimiento de los cambios sociales e institucionales. 

· Falta de comprensión de la violencia contra la mujer y sus causas
Si bien se ha completado en la región un caudal considerable de nuevos estudios, la mayoría se llevó a cabo en una media docena de países y, en gran medida, en lo que atañe a la violencia contra la mujer sigue sin atenderse a la necesidad de investigaciones y evaluaciones de la mayoría de los otros países. En particular, sigue siendo escaso el estudio de la eficacia de varias iniciativas legislativas, reformas de procedimiento y programas institucionales. De ampliarse la investigación de los vínculos entre la violencia basada en el género y varias creencias y actitudes culturales, y deben estudiarse medios eficaces de promoción de los cambios de esas pautas culturales.


El proceso de implementación depende, en gran  medida, de la calidad del liderazgo y de la capacidad de movilización de gente y recursos. La creación de puntos focales en organismos y reparticiones del gobierno ha rendido buenos resultados en cuanto a la promoción de cambios, el establecimiento de alianzas viables y la movilización de distintos sectores para que contribuyan a un esfuerzo nacional. Se han establecido vínculos en el plano subregional y se ha fomentado el intercambio de información y recursos pero, no obstante todo lo que se ha logrado, aún debe atenderse muchos aspectos para la debida implementación de la Convención. El proyecto “Violencia en las Américas”, de la CIM, ofrece varias recomendaciones en tal sentido.  

Mecanismos recomendados:

· Promoción de una conciencia acerca del problema y del respeto al derecho de la mujer a una vida libre de violencia.

· Movilización de la comunidad

· Aliento a los medios de comunicación para que contribuyan a la erradicación de la violencia contra la mujer

· Eliminación de las prácticas legales y consuetudinarias que toleran la violencia contra la mujer o contribuyen a ella
· Medidas legislativas y administrativas de prevención, sanción y erradicación  de la violencia contra la mujer

· Medidas que alienten a las víctimas a denunciar y a buscar protección

· Prevención de la violencia institucional contra la mujer

· Debida diligencia en la prevención, la investigación y la sanción de la violencia contra la mujer

· Acceso a la justicia

· Eliminación de la violencia contra las niñas

· Cooperación internacional


En el informe original puede encontrarse un análisis más pormenorizado de estas recomendaciones, pero esta lista ofrece una visión  nítida de los problemas que aún debe atenderse en el proceso de implementación de la Convención. Si bien las conclusiones del informe señalan que es necesario un trabajo adicional para reprimir debidamente la violencia contra la mujer, la existencia del proyecto es, de por sí, un logro importante. En muchos aspectos, el proyecto de la CIM fue sumamente innovador y al momento de su redacción, en noviembre de 2000, planteó en forma acertada muchos obstáculos y recomendaciones que luego expondrían las cuatro reuniones subregionales coordinadas por la CIM. 

V)   
ESTRATEGIAS 


1.  En los países no hay, todavía, mecanismos de seguimiento de la implementación de la Convención de Belém do Pará y, por tal motivo, las Secretarías Protempore deben encargarse de coordinar  facilitar el seguimiento en sus subregiones, hasta que se configure un mecanismo de carácter hemisférico. 


2. Como se recomendó en una de las reuniones subregionales, es necesaria una reclasificación del problema de la violencia contra la mujer.  Primordialmente, se ha considerado la violencia contra la mujer como violencia doméstica y la legislación adoptada hasta el presente no protege de manera específica y cabal el derecho de la mujer a una vida libre de violencia en todos los aspectos. La aplicación  de la Convención de Belém do Pará ha sido limitada y se ha alterado su espíritu, que consiste en la protección de los derechos humanos de la mujer.  
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	(

	Nuevos peligros

(tecnología de información)
	
	
	
	
	(

	Planificación deficiente
	
	
	
	
	(
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	RECOMENDACIONES
	Montevideo
	Quito
	Ciudad de Panamá
	Georgetown
	CIM Project

	Compilación, estudio y evaluación de datos
	(
	(
	(
	(
	(

	Reafirmación del compromiso del estado
	
	(
	(
	(
	(

	Aumento de asignaciones presupuestarias y de la  cooperación internacional
	(
	(
	(
	
	(

	Adaptación de las leyes, el acceso a la justicia y la aplicación de las leyes
	
	(
	(
	(
	(

	Erradicación de la desigualdad sistemática, y de las pautas sociales y culturales de conducta discriminatoria
	
	(
	
	(
	(

	Educación, capacitación y fomento
	(
	(
	(
	(
	(

	Acceso y calidad de cuidado y protección para las víctimas
	(
	(
	(
	(
	(

	Coordinación con la sociedad civil 
	(
	(
	(
	(
	(

	Institución de campañas en los medios, promoción de conciencia sobre causas, consecuencias y costos de la violencia contra la mujer
	
	(
	(
	(
	(

	Incremento de las relaciones entre los mecanismos nacionales y cooperación internacional
	
	
	
	(
	(

	Institución de modelos de intervención a favor de las víctimas
	
	
	(
	
	(

	Prevención de la violencia institucional y establecimiento de sanciones
	
	
	(
	
	(
Los profesionales de la salud pueden ser educadores

	Inclusión de hombres y jóvenes en el proceso de cambio
	
	
	
	
	(

	Violencia contra las niñas
	
	(
	
	
	(
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